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JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DE LA CIUDADANÍA
EXPEDIENTE: SUP-JDC-551/2026
PARTE ACTORA: FABIOLA DEL ROCÍO DOMÍNGUEZ MORALES
AUTORIDAD RESPONSABLE: TRIBUNAL ELECTORAL DEL ESTADO DE CAMPECHE[footnoteRef:1] [1:  En lo sucesivo, responsable o Tribunal local.] 

MAGISTRADO PONENTE: FELIPE ALFREDO FUENTES BARRERA
SECRETARIO: ANDRÉS ALFREDO DÍAZ GÓMEZ[footnoteRef:2] [2:  Colaboró, Guillermo Ricardo Cárdenas Valdez.] 


Ciudad de México, a once de noviembre de dos mil veintiséis[footnoteRef:3] [3:  Las fechas se entenderán referidas al presente año, salvo precisión expresa.] 

[bookmark: _ftnref4]Sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que modifica la sentencia dictada por el Tribunal local, para los efectos que se precisan en la parte final de este fallo.
[bookmark: _Toc98792603][bookmark: _Toc160508774][bookmark: _Toc91090500]I. ASPECTOS GENERALES
(1) La controversia tiene origen en los juicios de la ciudadanía locales presentados por dos personas, una de ellas la parte actora, en los que controvirtieron ante el Tribunal local la presunta omisión atribuida al Congreso del estado de Campeche,[footnoteRef:4] de emitir el decreto de creación de la Defensoría Pública en Materia Electoral[footnoteRef:5] a favor de grupos vulnerables.  [4:  En lo subsecuente, Congreso local. ]  [5:  En adelante, defensoría pública.] 

(2) Al respecto, el Tribunal local tuvo por existente la omisión legislativa parcial atribuida al Congreso local y ordenó que, en su oportunidad, estudiara, analizara y emitiera el dictamen correspondiente al proyecto de iniciativa para la creación e implementación de una defensoría pública en materia electoral y, posteriormente, se lo informara.
(3) Inconforme con dicha determinación, la parte actora promovió el presente juicio de la ciudadanía federal argumentando que la resolución del Tribunal local es incongruente, ya que, a pesar de que declaró la omisión legislativa parcial, no ordenó la aprobación de un decreto que materializara la implementación de la defensoría pública sino únicamente el estudio, análisis y emisión de un dictamen legislativo; aunado a que no estableció un plazo concreto para el cumplimiento de la sentencia. 
II. ANTECEDENTES
(4) De lo narrado por la parte actora y de las constancias que obran en el expediente se advierte lo siguiente:
(5) Juicios de la ciudadanía locales. El diecisiete de junio y el dos de octubre se presentaron, respectivamente, los juicios de la ciudadanía TEEC/JDC/18/2026 y TEEC/JDC/24/2026, en los que se denunció la omisión legislativa de emitir el decreto para la creación de una Defensoría Pública en Materia Electoral en Campeche. 
(6) Sentencia impugnada (TEEC/JDC/18/2026 y acumulado). El veintiuno de octubre, el Tribunal local emitió sentencia en la que declaró existente la omisión legislativa parcial hecha valer por las partes actoras y ordenó al Congreso local que, una vez finalizado el estudio, análisis y emisión del dictamen relativo al proyecto de iniciativa para la creación e implementación de una defensoría pública en materia electoral, le fuera informada dicha actuación.
(7) Juicio de la ciudadanía federal. El veintiocho de octubre, mediante la plataforma de juicio en línea, la parte actora, a través de la representación que le otorgó a la Defensora Pública Electoral de este Tribunal, presentó demanda de juicio de la ciudadanía en contra de la sentencia anterior, pues, según narra, en esa misma fecha acudió al Tribunal local, donde se negaron a recibir su escrito de demanda. 
III. TRÁMITE
(8) [bookmark: _ftnref6]Turno. Mediante acuerdo del magistrado presidente, se integró el expediente señalado al rubro y ordenó su turno a la ponencia del magistrado Felipe Alfredo Fuentes Barrera, para los efectos previstos en el artículo 19 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral.[footnoteRef:6] [6:  En lo sucesivo, Ley de Medios. ] 

(9) Radicación, admisión y cierre de instrucción. En su oportunidad, el magistrado instructor radicó el expediente a la ponencia a su cargo, admitió la demanda y decretó el cierre de la instrucción.
[bookmark: _Toc934674260][bookmark: _Toc91090501][bookmark: _Toc98792605]IV. COMPETENCIA
(10) Esta Sala Superior es competente para conocer y resolver el presente medio de impugnación, debido a que la parte actora controvierte una sentencia de un Tribunal local, en la que se declaró la existencia de una omisión legislativa, atribuida a un Congreso estatal.[footnoteRef:7] [7:  Lo anterior, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 41, párrafo tercero, base VI, y 99, párrafo cuarto, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 253, fracción IV, inciso c) y 256, fracción I, inciso e) de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y 3°, párrafo 2, inciso c); 79, párrafo 1; 80, párrafos 1, inciso f), y 2, y 83 párrafo 1, inciso a), de la Ley de Medios, así como en lo previsto en la Jurisprudencia 18/2014 de rubro COMPETENCIA. CORRESPONDE A LA SALA SUPERIOR CONOCER DEL JUICIO DE REVISIÓN CONSTITUCIONAL ELECTORAL CONTRA LA OMISIÓN LEGISLATIVA EN LA MATERIA.] 

V. REQUISITOS DE PROCEDENCIA 
(11) Esta Sala Superior considera que el presente juicio cumple con los requisitos de procedencia,[footnoteRef:8] tal y como se razona a continuación:  [8:  Previstos en los artículos 8°, 9° y 13, párrafo 1, inciso b), de la Ley de Medios.] 

(12) Forma. La demanda se presentó mediante el sistema de juicio en línea y contiene la firma electrónica de Carmela Ramírez Santiago, defensora pública de este Tribunal Electoral, a quien la actora designó como su representante; asimismo, en el expediente obra el escrito por el cual la citada defensora acepta y protesta el cargo; por tanto, se encuentra debidamente demostrada su representación[footnoteRef:9]; además se tiene por satisfecho el requisito de la firma[footnoteRef:10] conforme a la tesis XII/2025 de rubro: FIRMA ELECTRÓNICA. POR EXCEPCIÓN RESULTA VÁLIDA, SI LA PERSONA DEFENSORA PÚBLICA ELECTORAL SUSCRIBE LA DEMANDA Y ACTÚA EN REPRESENTACIÓN DE LA PARTE PROMOVENTE.[footnoteRef:11] [9:  Jurisprudencia 28/2014, de rubro: SISTEMAS NORMATIVOS INDÍGENAS. ES VÁLIDA LA REPRESENTACIÓN DE LOS CIUDADANOS PERTENECIENTES A COMUNIDADES O PUEBLOS INDÍGENAS. Consultable en la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 7, Número 15, 2014, páginas 66, 67 y 68.]  [10:  SUP-JDC-489/2026.]  [11:  Gaceta Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Año 18, Número 30, 2025, páginas 62, 63 y 64. Disponible en: https://www.te.gob.mx/ius2021/#/] 

(13) Asimismo, se identifica la sentencia impugnada y la autoridad responsable, se mencionan de manera expresa los hechos en que se basa la impugnación, los agravios que causa la resolución combatida, así como los preceptos que se aduce han sido vulnerados.
(14) Oportunidad. El juicio se instó oportunamente, toda vez que la sentencia impugnada se notificó a la parte actora el veintidós de octubre, por lo que, si el medio de defensa se promovió el veintiocho siguiente, resulta evidente que fue interpuesto de manera oportuna.[footnoteRef:12] [12:  Sin tomar en cuenta el sábado veinticuatro y el domingo veinticinco de octubre, al ser inhábiles en términos del artículo 7, párrafo 2, de la Ley de Medios, ya que el acto controvertido no se relaciona con un proceso electoral en curso.] 

(15) Legitimación e interés jurídico. Se satisfacen los requisitos, porque la actora presenta el juicio de la ciudadanía por su propio derecho, en su calidad de parte actora en la instancia local, en contra de una resolución que consideró contraria a sus intereses, y a través de la defensora pública de este Tribunal Electoral, a quien designó como su representante.
(16) Definitividad. Esta Sala Superior no advierte algún otro medio de impugnación que la parte actora deba agotar antes de acudir a esta instancia, con lo cual se debe tener por satisfecho el requisito.
VI. CONTEXTO DE LA CONTROVERSIA 
(17) El asunto surge a partir de la reforma al artículo 17 constitucional de veintinueve de enero de dos mil dieciséis, la cual reiteró el deber de las entidades federativas de garantizar un servicio de defensoría pública de calidad para la población. 
(18) Ante la omisión del Congreso local de crear la Defensoría Pública, la parte actora y otra persona promovieron juicios de la ciudadanía locales alegando la falta de creación del órgano de defensa pública.
(19) Sustanciados los juicios, el Tribunal local dictó sentencia en la que declaró existente la omisión legislativa parcial atribuida al Congreso local y le ordenó que, concluido el estudio, análisis y emisión del dictamen del proyecto de iniciativa para la creación e implementación de una defensoría pública en materia electoral, le informara dicha actuación.
VII. ESTUDIO DEL CASO
Sentencia impugnada
(20) En la instancia previa, el Tribunal local declaró existente la omisión legislativa parcial atribuida al Congreso del Estado de Campeche, sustentándose en las siguientes consideraciones:
· Precisó que la pretensión de la parte actora era que se determinara la omisión parcial del Congreso local de no emitir un decreto por el que se estableciera la creación de la defensoría pública electoral para la defensa de los derechos político-electorales de la ciudadanía en situación de vulnerabilidad, lo que violentaba los principios de legalidad y supremacía constitucional.
· Reconoció la autoadscripción de las promoventes como persona afromexicana y como mujer indígena maya, respectivamente, determinando juzgar el asunto con perspectiva intercultural y aplicar la suplencia parcial de la queja deficiente para deducir la intención de la parte actora.   
· Analizó la reforma al artículo 17 de la Constitución General de veintinueve de enero de dos mil dieciséis, la cual reconoció la obligación de las entidades federativas de garantizar un servicio de defensoría pública de calidad, determinando que la materia electoral no se encuentra excluida de dicho mandato.   
· Interpretó los artículos 1, 2 y 17 constitucionales, así como diversos instrumentos internacionales y precisó que existe una obligación de legislar sobre la creación de una defensoría pública en materia electoral que atienda, especialmente, a grupos vulnerables.
· Precisó que el veintisiete de julio el magistrado presidente del Tribunal local presentó una iniciativa de ley con ese fin, la cual fue recibida en el Congreso local y, junto con otras sobre la misma temática, fueron remitidas a comisiones.
· Concluyó que, si bien se han realizado actuaciones con el fin de crear una defensoría pública electoral, a la fecha no se ha materializado, por tanto, se acredita una omisión legislativa parcial del Congreso local, ya que se comprobó la existencia de actividad parlamentaria con la finalidad de cumplir con la obligación de garantizar el derecho de acceso a la justicia en materia electoral.
· Señaló que corresponde al órgano legislativo local el estudio del proyecto de iniciativa y, en su caso, la aprobación del decreto respectivo y su publicación en el Periódico Oficial del Estado, que establezca la entrada en vigor, funciones y atribuciones de una defensoría en materia electoral.
· Finalmente, ordenó al Congreso local que, finalizado el estudio, análisis y emisión del dictamen relacionado con el proyecto de iniciativa para la creación, implementación de una defensoría pública en materia electoral, informara al Tribunal local al día hábil siguiente.
Síntesis de agravios 
(21) En su escrito de demanda, la parte actora pretende que esta Sala Superior modifique la sentencia del Tribunal local a fin de que se ordene al Congreso del Estado de Campeche la aprobación y emisión del Decreto formal por el que se determine la creación, atribuciones y funcionamiento de la Defensoría Pública en Materia Electoral del Estado de Campeche, su posterior publicación en el Periódico Oficial del Estado y la fijación de un plazo cierto y determinado para su cumplimiento. 
(22) Para alcanzar dicha pretensión, hace valer, esencialmente los siguientes motivos de disenso:
· La sentencia impugnada es deficiente e incompleta, ya que, si bien declaró la omisión legislativa parcial, únicamente ordenó al Poder Legislativo local estudiar, analizar y emitir el dictamen de las iniciativas de ley presentadas para crear o implementar la defensoría pública electoral, pero dejó de ordenar la emisión de la ley o decreto para su posterior publicación y, de esta manera, materializar su creación.
· La resolución impugnada vulnera el principio de congruencia que debe regir toda determinación judicial, ya que en principio se considera que debe aprobar un decreto en el periódico oficial, pero en sus efectos, ordena se emita únicamente un dictamen, lo que evidencia una contradicción.
· El dictamen es distinto a un decreto, ya que el primero constituye una fase previa e indefinida del proceso legislativo, por su parte, el decreto es una resolución legislativa definitiva; por tanto, una iniciativa o dictamen no equivale a un decreto de creación, ya que este constituye una norma jurídica con rango de ley que emana del poder legislativo.
· Se viola el principio de certeza al no establecer un tiempo definido para cumplir con la sentencia, pues no se señaló un plazo específico y determinado para que el Congreso local cumpla con la ejecutoria.
· La expresión “en su oportunidad” establecida en la sentencia constituye un término genérico e indeterminado, sin fijar un plazo determinado para su cumplimiento.
· Se viola el artículo 17 constitucional, ya que no basta con la emisión de una sentencia favorable, sino que debe ejecutarse de manera pronta y expedita y, garantizar la tutela judicial efectiva.
· Ha transcurrido en exceso el tiempo sin que el Congreso local haya realizado las acciones necesarias a fin de garantizar el servicio de la defensoría pública electoral.
· La omisión de crear la defensoría genera un retraso en el otorgamiento de los servicios gratuitos de asesoría y defensa de las personas indígenas, mujeres, adultos mayores, personas con discapacidad y demás grupos vulnerables, lo que pone en riesgo sus derechos político-electorales.
(23) Los anteriores motivos de disenso serán analizados de manera conjunta, con la precisión de que, atendiendo a lo establecido en la Jurisprudencia 13/2008 emitida por este Tribunal,[footnoteRef:13] al tratarse de un juicio promovido por una persona integrante de una comunidad indígena, esta autoridad jurisdiccional electoral podrá realizar una suplencia total de la deficiencia de los agravios. [13:  De rubro: COMUNIDADES INDÍGENAS. SUPLENCIA DE LA QUEJA EN LOS JUICIOS ELECTORALES PROMOVIDOS POR SUS INTEGRANTES.] 

Decisión
(24) Esta Sala Superior considera que los agravios de la parte actora, suplidos en su deficiencia, resultan fundados y suficientes para modificar la sentencia controvertida, en tanto que la pretensión de la parte actora era que se determinara la omisión parcial del Congreso local de emitir el decreto para la creación de la defensoría pública y, si bien la responsable señaló la falta de actuación, concluyó que el órgano legislativo local debía emitir únicamente el dictamen respectivo, lo que constituye un acto legislativo distinto, con lo que se incurrió en una incongruencia interna entre las consideraciones y el efecto de la sentencia.
(25) Además, omitió establecer un plazo específico para la emisión del decreto de creación de la defensoría pública.
Marco jurídico
Omisiones legislativas
(26) Esta Sala Superior ha establecido que la omisión legislativa de carácter concreto se configura cuando el Poder Legislativo no cumple, en un tiempo razonable o dentro del plazo determinado en la CPEUM, un mandato concreto impuesto expresa o implícitamente.[footnoteRef:14] [14:  Sentencias emitidas, entre otros, en los juicios identificados con las claves SUP-JDC-951/2022, 
SUP-JDC-92/2022, SUP-JDC-1282/2019, SUP-JDC-281/2017, SUP-JDC-114/2017, SUP-JDC-109/2017, 
SUP-JDC-2665/2014, SUP-JDC-485/2014, SUP-JE-8/2014 y SUP-JRC-122/2013.] 

(27) La omisión del Poder Legislativo se presenta cuando está constreñido a desarrollar en una ley un mandato constitucional y no lo hace; o bien, cuando no emite una ley o parte de esta, que debería expedir para hacer real y efectivo algún mandato constitucional.
(28) Los argumentos de este órgano jurisdiccional sobre las omisiones legislativas parten de la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación[footnoteRef:15] a través de la cual se estableció que los órganos legislativos del Estado cuentan con facultades o competencias de ejercicio potestativo y de ejercicio obligatorio[footnoteRef:16]: [15:  En adelante, SCJN.]  [16:  Jurisprudencia P./J. 11/2006, OMISIONES LEGISLATIVAS. SUS TIPOS.] 

· Al resolver la controversia constitucional 14/2005, la SCJN estableció directrices claras a partir de temas particulares: a) Principio de división de poderes; b) Vinculación positiva y negativa de los poderes públicos al sistema competencial de la Constitución federal; c) Tipos de facultades de los órganos legislativos; y d) Tipos de omisiones a que da lugar el no ejercicio de las facultades otorgadas.[footnoteRef:17] [17:  Véanse las tesis de jurisprudencia del Pleno de la SCJN, identificadas con las claves y rubros: P./J. 9/2006, “PRINCIPIO DE DIVISIÓN FUNCIONAL DE PODERES. SUS CARACTERÍSTICAS”, así como P./J. 10/2006, “ÓRGANOS LEGISLATIVOS. TIPOS DE FACULTADES O COMPETENCIAS DERIVADAS DEL PRINCIPIO DE DIVISIÓN FUNCIONAL DE PODERES”.] 

· La vinculación de las autoridades genera un sistema competencial expresado en varias modalidades: a) Prohibiciones expresas que funcionan como excepciones o modalidades de ejercicio de otras competencias concedidas; b) Competencias o facultades de ejercicio potestativo, caso en el cual el órgano del Estado puede decidir, conforme a Derecho, si ejerce o no la atribución que tenga conferida y, c) Competencias o facultades de ejercicio obligatorio, en las que el órgano del Estado al que le fueron constitucionalmente conferidas tiene el deber jurídico de ejercerlas.
· En cuanto a las facultades de ejercicio obligatorio, la SCJN estableció que son las que el orden jurídico prevé como mandato expreso, esto es, que existe un vínculo jurídico concreto de hacer; de manera que, si no se ejercen, es claro que se genera un incumplimiento constitucional.
· Asimismo, que el deber de ejercer la facultad legislativa se puede encontrar expresa o implícitamente en el texto de las propias normas constitucionales o en el de sus disposiciones transitorias.[footnoteRef:18] [18:  Tesis de jurisprudencia P./J. 10/2006, de rubro: “ÓRGANOS LEGISLATIVOS. TIPOS DE FACULTADES O COMPETENCIAS DERIVADAS DEL PRINCIPIO DE DIVISIÓN FUNCIONAL DE PODERES”.] 

· En atención al principio de división funcional de poderes, los órganos legislativos del Estado cuentan con facultades o competencias de ejercicio potestativo y de ejercicio obligatorio y en su desarrollo pueden incurrir en diversos tipos de omisiones. 
· Por un lado, puede darse una omisión absoluta cuando simplemente no han ejercido su competencia de crear leyes ni han externado normativamente voluntad alguna para hacerlo. 
· Por otro lado, puede presentarse una omisión relativa cuando al haber ejercido su competencia, lo hacen de manera parcial o simplemente no la realizan integralmente, impidiendo el correcto desarrollo y eficacia de su función creadora de leyes.
· A partir de la combinación de ambos tipos de competencias o facultades -de ejercicio obligatorio y de ejercicio potestativo-, y de omisiones -absolutas y relativas-, pueden presentarse las siguientes omisiones legislativas[footnoteRef:19]: a) Absolutas en competencias de ejercicio obligatorio[footnoteRef:20]; b) Relativas en competencias de ejercicio obligatorio[footnoteRef:21]; c) Absolutas en competencias de ejercicio potestativo[footnoteRef:22] y, d) Relativas en competencias de ejercicio potestativo.[footnoteRef:23] [19:  Tesis de jurisprudencia P./J. 11/2006, del Pleno de la SCJN, de rubro: “OMISIONES LEGISLATIVAS. SUS TIPOS”.]  [20:  Son omisiones legislativas absolutas en competencias de ejercicio obligatorio, cuando el órgano legislativo tiene la obligación o mandato de expedir una determinada ley y no lo ha hecho.]  [21:  Se trata de omisiones legislativas relativas en competencias de ejercicio obligatorio, cuando el órgano legislativo emite una ley teniendo una obligación o mandato para hacerlo, pero lo realiza de manera incompleta o deficiente.]  [22:  Son omisiones legislativas absolutas en competencias de ejercicio potestativo, en las que el órgano legislativo decide no actuar debido a que no hay un mandato u obligación que así se lo imponga.]  [23:  Son omisiones legislativas relativas en competencias de ejercicio potestativo, en las que el órgano legislativo decide hacer uso de su competencia potestativa para legislar, pero al emitir la ley lo hace de manera incompleta o deficiente.] 

· Así, la SCJN ha determinado que la facultad conferida a las legislaturas de las entidades federativas, por disposición de un artículo transitorio que emana de un decreto de reforma constitucional en el cual se impone a quien legisla el deber jurídico de establecer las medidas legislativas necesarias, con objetivos concretos y determinados por la propia norma constitucional, constituye una facultad de ejercicio obligatorio, en tanto que deriva de un mandato expreso del órgano reformador de la Constitución federal y que la omisión en el cumplimiento merma la eficacia plena de la Ley Fundamental.
· En este orden de ideas, ante esa facultad de ejercicio obligatorio, el órgano legislativo no tiene la opción de decidir si crea o expide una norma general determinada, sino que existe un mandato o una obligación a su cargo de expedirla o crearla, que puede encontrarse expresa o implícitamente en el texto de las propias normas constitucionales o en el de sus disposiciones transitorias.[footnoteRef:24] [24:  Tesis de jurisprudencia P./J. 10/2006, de rubro: “ÓRGANOS LEGISLATIVOS. TIPOS DE FACULTADES O COMPETENCIAS DERIVADAS DEL PRINCIPIO DE DIVISIÓN FUNCIONAL DE PODERES”.
En este mismo sentido se ha pronunciado la Primera Sala de la SCJN, como se advierte del criterio contenido en la tesis aislada 1ª. XXII/2018 (10ª.), de rubro: “OMISIONES LEGISLATIVAS. LOS TRIBUNALES DE AMPARO TIENEN FACULTADES PARA ORDENAR LA RESTITUCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS QUEJOSOS CUANDO ÉSTOS HAYAN SIDO VIOLADOS POR”, al señalar que “…cuando exista omisión legislativa el Poder Legislativo no es libre para decidir no legislar. En efecto, cuando la Constitución establece un deber de legislar respecto de algún tema en específico a cargo del Poder Legislativo, el ejercicio de la facultad de legislar deja de ser discrecional y se convierte en una competencia de ejercicio obligatorio…”.
Asimismo, esa Sala, en la tesis aislada 1ª. LVIII/2018 (10ª.), de rubro: “JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES PROCEDENTE CONTRA OMISIONES LEGISLATIVAS”, ha hecho referencia a “…omisiones legislativas propiamente dichas, es decir, cuando exista un mandato constitucional que establezca de manera precisa el deber de legislar en un determinado sentido y esa obligación haya sido incumplida total o parcialmente…”. En similar sentido, en la tesis aislada 1ª. XX/2018 (10ª.), de rubro “OMISIONES LEGISLATIVAS. SU CONCEPTO PARA FINES DEL JUICIO DE AMPARO”, ha considerado que “…sólo habrá omisión legislativa propiamente dicha cuando exista un mandato constitucional que establezca de manera precisa el deber de legislar en determinado sentido y esa obligación haya sido incumplida total o parcialmente…”.
Por su parte, la Segunda Sala de la SCJN, también ha emitido pronunciamiento al respecto, como se advierte en el criterio contenido en la tesis aislada 2ª. LXXXIII/2018 (10ª.), de rubro: “OMISIONES LEGISLATIVAS ABSOLUTAS. SU IMPUGNACIÓN NO CONFIGURA UN MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO”, al considerar “…omisiones legislativas absolutas, esto es, la falta de cumplimiento de un mandato expreso del Poder Reformador que vincula a diversas autoridades a realizar las adecuaciones necesarias para dar efectividad a un precepto constitucional…”. ] 

(29) La SCJN también ha señalado que hay una omisión absoluta cuando los órganos legislativos simplemente no han ejercido su competencia de crear leyes ni han externado normativamente voluntad alguna para hacerlo. 
(30) Por otra parte, hay omisión relativa cuando al haber ejercido su competencia, lo hacen de manera parcial o simplemente no la realizan integralmente, lo cual impide el correcto desarrollo y eficacia de su función creadora de leyes.
(31) En ese sentido, para que exista una omisión legislativa es necesario: a) la existencia de un mandato constitucional que establezca de manera precisa el deber de legislar en un determinado sentido, y b) el incumplimiento total o parcial a ese mandato.[footnoteRef:25] [25:  Tesis 1a. XX/2018 (10a.), OMISIONES LEGISLATIVAS. SU CONCEPTO PARA FINES DEL JUICIO DE AMPARO; y Tesis 1a. XIX/2018 (10a.), DIFERENCIAS ENTRE LAS LAGUNAS NORMATIVAS Y LAS OMISIONES LEGISLATIVAS.] 

(32) Ello pues todo derecho humano exige que su instrumentalización se realice bajo estándares de certeza y seguridad jurídica, que permita garantizar su adecuado goce y ejercicio, lo que se consigue mediante el establecimiento de un marco normativo concreto y específico, que permita dotar de contenido las obligaciones que correrán a cargo de los agentes del Estado para alcanzar su adecuada operatividad.
(33) En conclusión, la omisión del poder legislativo ordinario se presenta cuando está constreñido a desarrollar en una ley un mandato constitucional y no lo hace, o bien, cuando el poder legislativo no emite una ley o parte de esta, que debería expedir para hacer real y efectivo el mandato constitucional. Ello, se torna más grave cuando las omisiones pueden afectar derechos fundamentales.
Congruencia
(34) De conformidad con los artículos 17 de la Constitución General; así como 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial, lo cual comprende la obligación para los órganos de impartición de justicia de emitir las sentencias de forma exhaustiva.
(35) Dicho principio de exhaustividad está vinculado con el de congruencia, porque las exigencias señaladas suponen, entre otros requisitos, la congruencia que debe caracterizar toda determinación de autoridad competente, así como la exposición concreta y precisa de la fundamentación y motivación correspondiente.
(36) Sobre la base de lo expuesto, una determinación (incluso como la que se reclama en este asunto) no debe contener más de lo pedido, menos de lo pedido, y/o algo distinto a lo pedido.[footnoteRef:26] [26:  SUP-JDC-1272/2021 y SUP-JDC-124/2022.] 

(37) También es necesario destacar que el requisito de congruencia, tanto de las sentencias como de los actos de naturaleza administrativa, ha sido estudiado desde dos perspectivas diferentes y complementarias, como requisito interno y externo de la resolución[footnoteRef:27]: [27:  Jurisprudencia 28/2009, de rubro “CONGRUENCIA EXTERNA E INTERNA. SE DEBE CUMPLIR EN TODA SENTENCIA”.] 

· La congruencia externa, consiste en la plena coincidencia que debe existir entre lo resuelto y la litis planteada por las partes en la demanda respectiva y en el acto o resolución objeto de impugnación. 
· La congruencia interna exige que en la sentencia no se contengan consideraciones contrarias entre sí o con los puntos resolutivos.
Proceso legislativo local
(38) La Constitución Política del Estado de Campeche[footnoteRef:28] establece en su artículo 41 que el Congreso local se reunirá en tres periodos ordinarios de sesiones, el primero del uno de octubre al veinte de diciembre; el segundo del uno de febrero al treinta y uno de marzo; y el tercero, del uno de mayo al treinta y uno de julio. [28:  En adelante, Constitución local.] 

(39) Asimismo, precisa que el derecho de iniciar leyes o decretos compete, entre otros, a las diputadas y los diputados del Congreso del Estado.[footnoteRef:29] [29:  Artículo 46 de la Constitución local.] 

(40) Señala que todas las iniciativas o propuestas presentadas o sometidas a la consideración del Congreso del Estado se sujetarán a los trámites establecidos en la Ley Orgánica del Poder Legislativo y reglamentos que de ella emanen.[footnoteRef:30] [30:  Artículo 47 de la Constitución local.] 

(41) Para que un proyecto o iniciativa obtenga el carácter de ley, decreto o acuerdo, será necesario que satisfaga todos y cada uno de los requisitos y trámites previstos en la Constitución local y la Ley Orgánica del Poder Legislativo.
(42) Por su parte, en la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Campeche[footnoteRef:31] se establece que las comisiones ordinarias elaborarán dictámenes, informes y opiniones respecto de los asuntos que les sean turnados. [31:  En adelante, Ley Orgánica.] 

(43) Las comisiones deberán emitir dictamen sobre el asunto que se les turne en un plazo no mayor de quince días hábiles, contados a partir de la fecha de su recepción, si por la naturaleza del asunto se requiere un plazo mayor, el Congreso a petición del presidente de la comisión, podrá prorrogarlo por un lapso no mayor a treinta días.[footnoteRef:32] [32:  Artículo 41 de la Ley Orgánica.] 

(44) Los dictámenes deberán redactarse en forma clara y sencilla, deberán incluir: las razones y fundamentos jurídicos, una parte expositiva o de antecedentes, una considerativa o de razonamientos y, finalmente, un punto de acuerdo o de decreto.[footnoteRef:33] [33:  Artículo 42 de la Ley Orgánica.] 

(45) El proceso legislativo local, se desarrolla, esencialmente, con las siguientes fases:[footnoteRef:34] [34:  Artículo 73 de la Ley Orgánica.] 

· Recibida una propuesta, iniciativa o proyecto será dada a conocer en sesión de la asamblea mediante lectura u omitiéndola.
· Leída, se turnará a la o las comisiones ordinarias.
· Las comisiones ordinarias, analizarán la iniciativa y emitirán el dictamen recomendando a la asamblea su aprobación integral o con modificaciones, o bien el rechazo de la iniciativa de ley, decreto o acuerdo; de ser aprobado, el dictamen contendrá la minuta proyecto de ley, decreto o acuerdo propuesto.
· El dictamen se hará del conocimiento de la asamblea en sesión.
· Leído el dictamen se discutirá por la asamblea, su aprobación implicará la aprobación de la iniciativa o proyecto. La minuta de ley o decreto contenido en el dictamen se enviará al ejecutivo para su sanción y, en su caso, promulgación y publicación en el Periódico Oficial del Estado.
(46) De la normativa constitucional y legal citada, se advierte que corresponde al Congreso local la facultad de aprobar las leyes o decretos, previo desahogo del procedimiento legislativo.
(47) Así, para la aprobación de una ley, presentada la iniciativa ante el Pleno, es turnada a la o las comisiones que correspondan para la elaboración del dictamen respectivo, este deberá contener la ley, decreto o acuerdo, el cual deberá ser sometido a la asamblea en sesión, si este es aprobado, la ley o decreto será enviado al ejecutivo para su sanción y publicación.
Caso concreto
(48) Como se adelantó, los agravios de la parte actora, suplidos en su deficiencia, son fundados y suficientes para modificar la resolución impugnada, ya que la responsable incurrió en incongruencia, pues si bien decretó la omisión legislativa parcial del Congreso local para emitir el decreto para la creación de la defensoría pública local, en los efectos de su resolución ordenó únicamente el estudio, análisis y emisión del dictamen respectivo, sin que haya determinado la emisión del decreto por el que se materializara la creación del órgano, aunado a que no estableció plazo para el cumplimiento de la resolución.
(49) En la resolución impugnada, el Tribunal local precisó que, en suplencia de los agravios de la parte actora, se advertía que su pretensión era que se determinara la omisión parcial del Congreso del Estado de no emitir decreto por el que se estableciera la creación de una defensoría pública electoral para la defensa de los derechos político-electorales de la ciudadanía de los grupos vulnerables, lo que violaba los principios de supremacía constitucional y legalidad.
(50) Incluso, al declarar fundado el agravio de las partes actoras, consideró que le correspondía al Congreso del Estado el estudio del proyecto de iniciativa y, en su caso, la aprobación mediante un decreto en el Periódico Oficial del Estado que establezca la entrada en vigor, funciones y atribuciones de la defensoría pública en materia electoral.
(51) A pesar de lo anterior, la responsable determinó que, en su oportunidad, el Congreso local debería estudiar y analizar lo relativo a la creación de la defensoría pública electoral y emitir el dictamen pertinente e informárselo concluido el proceso de dictaminación correspondiente.
(52) Como se aprecia, el agravio que el Tribunal local precisó para ser estudiado consistía en verificar si se acreditaba la omisión reclamada y, en consecuencia, ordenar la aprobación de un decreto que materializara la creación o implementación de la defensoría pública electoral local.
(53) Así, el Tribunal local, a pesar de haber señalado que el Congreso local debía estudiar las iniciativas de ley que se presentaron sobre el tema y, posteriormente, aprobar el decreto que creara la defensoría pública electoral local para que el mismo fuera publicado en el Periódico Oficial del Estado para su materialización, en los efectos de su sentencia se limitó a señalar que el órgano legislativo local debía estudiar, analizar y emitir el dictamen correspondiente a la iniciativa de ley para la creación e implementación de una defensoría pública en materia electoral, realizada dicha acción, se lo informara.
(54) Esto es, el Tribunal local, a pesar de que lo pedido por la parte actora era la emisión de un decreto o ley, se limitó a precisar que el Congreso local únicamente debía emitir un dictamen, lo cual no constituye la pretensión fundamental de la parte promovente ni se sigue de las consideraciones a partir de las cuales tuvo por acreditada la omisión legislativa parcial.
(55) En el caso, es preciso señalar que, el dictamen en materia parlamentaria es el acto legislativo a través del cual las comisiones del Congreso local exponen las razones y fundamentos de una iniciativa de ley, esto es, constituye el acto dentro del proceso legislativo a través del cual los legisladores proponen formal y legalmente al Pleno de la asamblea, la creación, modificación o extinción de una norma jurídica.
(56) Si bien los dictámenes legislativos contienen, en su caso, proyectos de decreto o de ley, estos adquieren tal carácter hasta que son aprobados por el Pleno de la asamblea y se materializan en una norma jurídica.
(57) Así, el dictamen forma parte de una de las fases preliminares del proceso legislativo y únicamente constituye el documento aprobado por una comisión del órgano legislativo.
(58) Sin embargo, no representa el acto formal de expedición o modificación legal, lo que sí se actualiza con la expedición de un decreto.
(59) Incluso, el decreto constituye formalmente el documento que se publica en el Periódico Oficial del Estado, por el cual, se hace del conocimiento de la ciudadanía, la expedición de una nueva norma jurídica.
(60) Por tanto, para el caso, resulta relevante que, en un primer momento el Tribunal local, en las consideraciones de la resolución impugnada, haya atendido debidamente la pretensión de la parte actora de que se emitiera el decreto por el cual se formalizara la implementación de la defensoría pública electoral en el estado y, posteriormente, en los efectos de la ejecutoria, únicamente se haya limitado a ordenar el estudio, análisis y emisión del dictamen correspondiente.
(61) En ese sentido, lo correcto es que el Tribunal local, en congruencia con las consideraciones que sostuvo en la sentencia impugnada, hubiera ordenado al Congreso local la aprobación del decreto para que se materializara la implementación o creación de la defensoría pública electoral del estado.
(62) Por otra parte, se califica de fundado el agravio de la parte actora en el que argumenta que el Tribunal local no estableció un plazo específico y determinado para el cumplimiento de su ejecutoria, esto es así, pues se limitó a precisar que, en su oportunidad el Congreso local debería estudiar lo relativo a la creación de la defensoría pública electoral local y emitir el dictamen pertinente.
(63) En el caso, como lo razonó la responsable, la implementación de una defensoría pública electoral deriva de lo establecido en el artículo 17, párrafo octavo de la Constitución General, el cual establece que las entidades federativas garantizarán la existencia de un servicio de defensoría pública de calidad para la población.
(64) El numeral citado fue reformado el veintinueve de enero de dos mil dieciséis y, desde esa fecha, el dispositivo constitucional garantizó la existencia de un servicio de defensoría pública de calidad para la población.
(65) De manera que es una obligación constitucional que debió acatarse desde la publicación de la reforma,[footnoteRef:35] cuestión que, en el caso del estado de Campeche, a la fecha no se ha cumplimentado. [35:  Diario Oficial de la Federación de 29 de enero de 2016.] 

(66) En ese sentido, esta Sala Superior ha precisado que existe un deber de las entidades federativas de implementar defensorías públicas especializadas en materia electoral no solo para las personas integrantes de las comunidades indígenas sino para cualquier otro grupo en situación de vulnerabilidad, el cual se sustenta no solo en un mandato constitucional sino también en el bloque de constitucionalidad en materia de derechos humanos.[footnoteRef:36] [36:  Entre otros, en el SUP-JDC-458/2026.] 

(67) Además, porque, la inexistencia de una defensoría pública especializada en materia político-electoral no constituye una simple insuficiencia administrativa, sino una barrera institucional que coloca a determinados grupos en un estado de indefensión estructural. Tal situación resulta incompatible con los estándares constitucionales y convencionales que obligan al Estado a remover los obstáculos que, en los hechos, impiden acceder a una justicia pronta, completa, imparcial y efectiva.
(68) En esa lógica, la instauración de una defensoría pública especializada constituye una medida institucional idónea y necesaria para traducir el principio de igualdad en condiciones reales de defensa, particularmente respecto de quienes, por razones económicas, culturales, lingüísticas, territoriales o sociales, enfrentan mayores dificultades para acudir a la jurisdicción electoral.[footnoteRef:37] [37:  SUP-JDC-458/2026.] 

(69) Por tanto, con la finalidad de que a la brevedad se cumpla con el mandato constitucional, el Tribunal responsable debió establecer un plazo específico y determinado para que el Congreso local, agotando el proceso legislativo respectivo, emitiera el decreto de creación o implementación de la defensoría pública electoral local.
(70) Lo anterior, porque la determinación del Tribunal local de que el órgano legislativo, en su oportunidad, estudie lo correspondiente a la creación de una defensoría pública electoral, resulta insuficiente, dado el tiempo que ha transcurrido entre la orden constitucional y las acciones encaminadas a la implementación de una defensoría pública electoral local.
(71) De manera que, al no haberse establecido un plazo concreto para el cumplimiento de la sentencia, se deja en libertad de actuación al Congreso local, el cual, si bien tiene la obligación de agotar el proceso legislativo para emitir el decreto de creación de la defensoría pública, puede realizarlo en cualquier momento, sin tener un plazo determinado, lo cual extendería, sin causa justificada la omisión legislativa decretada por el Tribunal local.
(72) De ahí que, como se razonó, lo correcto es que el Tribunal responsable hubiera determinado la emisión de un decreto que materializara la creación de una defensoría pública electoral; asimismo, debió establecer un plazo cierto y determinado para que se cumpliera con esa actuación.
(73) Ahora bien, en atención a que ha transcurrido en exceso el tiempo para la creación de una defensoría pública electoral estatal, lo conducente, en plenitud de jurisdicción, es ordenar al Congreso local que, a la brevedad y en el periodo ordinario de sesiones que inició el uno de octubre y que concluye el veinte de diciembre del año en curso, emita el decreto por el cual se establezca la implementación, entrada en vigor, funciones y atribuciones de una defensoría pública en materia electoral, en atención a las iniciativas que se han presentado.
(74) Cabe destacar que la determinación legislativa que instrumente la defensoría, materia de la controversia, no se encontraría en tensión con lo establecido en el artículo 105, fracción II, penúltimo párrafo de la Constitución general, en la medida que se trata de la implementación de una institución que ya se encuentra prevista en términos del propio texto constitucional, y que no implica modificación fundamental a las reglas del proceso electoral.
(75) Máxime que, la primera semana del mes de diciembre del presente año, dará inicio el proceso electoral ordinario local,[footnoteRef:38] en el que se elegirán diversos cargos de elección popular en el Estado, por lo cual, resulta adecuado que la ciudadanía cuente con una defensoría pública electoral que garantice los derechos político-electorales de los grupos vulnerables en el contexto de dicho proceso. [38:  Artículo 345 de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Campeche.] 

(76) [bookmark: OLE_LINK1]Por otra parte, es improcedente la solicitud de exhorto al tribunal local que plantea la parte actora, derivado de que aduce que, fuera del horario laboral, se negaron a recibirle su demanda en el último día del plazo para presentarla, en tanto que, al tratarse de un juicio que no está relacionado con el desarrollo de un proceso electoral, no se advierte afectación en su derecho de acceso a la justicia, aunado a que el Tribunal local sí cuenta con disposición en su Reglamento Interior que establece que en el caso de vencimiento de algún término para la presentación de un escrito que no admita demora, la Presidencia, junto con la persona titular de la Secretaría General, establecerán un sistema de guardias con el personal para la recepción de tales documentos.[footnoteRef:39] [39:  “Artículo 5. El horario ordinario de oficinas, fuera de proceso electoral, será todos los días hábiles de a semana de las 08:00 a las 15:00 horas, incluida media hora de descanso. Los titulares de las áreas podrán ordenar al personal de su adscripción que labore en horas o días diferentes a los señalados, por requerimiento de la Ley o necesidades del trabajo.
Durante el Proceso Electoral, todos los días y horas son hábiles.
En caso del vencimiento de algún término para la presentación de un escrito que no admita demora, la Presidencia, junto con la persona titular de la Secretaría General, establecerán un sistema de guardias con el personal para la recepción de tales documentos.”] 

Efectos
(77) Por las consideraciones expuestas, al haber resultado fundados los agravios de la parte actora, lo procedente es modificar la sentencia dictada por el Tribunal Electoral del Estado de Campeche en el TEEC/JDC/18/2026 y su acumulado, y ordenar al Congreso local que, a la brevedad y en el período ordinario de sesiones que inició el uno de octubre y que concluye el veinte de diciembre del año en curso, lleve a cabo y concluya todas las etapas concernientes al proceso legislativo respectivo, que no haya agotado a la fecha en la que se dicta esta ejecutoria y emita el decreto por el cual se establezca la implementación, entrada en vigor, funciones y atribuciones de una defensoría pública en materia electoral, en atención a las iniciativas que se han presentado sobre el tema.
VIII. RESUELVE 
PRIMERO. Se modifica la sentencia impugnada.
SEGUNDO. Se ordena al Congreso del Estado de Campeche que proceda en los términos precisados en el apartado de efectos de esta sentencia.
NOTIFÍQUESE como en Derecho corresponda. 
En su oportunidad, archívese el presente expediente como asunto concluido y, en su caso, devuélvase la documentación atinente.
Así lo resolvieron por unanimidad de votos, la magistrada y los magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Ante el secretario general de acuerdos, quien autoriza y da fe de que la presente sentencia se firma de manera electrónica.
Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.
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